
SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA (Sala Cuarta) 
de 30 de septiembre de 2003 

Asunto T-302/02 

Michael Kenny 
contra 

Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 

«Funcionarios - Nombramiento - Facultad de apreciación de la AFPN -
Interés del servicio» 

Texto completo en lengua francesa II-1137 

Objeto: Recurso por el que se solicita la anulación de la decisión de la 
autoridad facultada para proceder a los nombramientos de 11 de marzo 
de 2002, por la que se desestimó la candidatura del demandante para 
el puesto de administrador a que se refiere la convocatoria para 
proveer vacante C J 62/01. 

Resultado: Desestimación del recurso. Cada parte cargará con sus propias costas. 
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Sumario 

1. Funcionarios — Procedimiento de provisión de puestos de trabajo vacantes — 
Traslado o promoción - Examen comparativo de las candidaturas - Facultad de 
apreciación de la Administración - Facultad de definir el objeto y las modalidades 
de una entrevista con el posible superior jerárquico - Control jurisdiccional -
Límites 
(Estatuto de los Funcionarios, art. 29) 

2. Funcionarios - Decisión que afecta a la situación administrativa de un 
funcionario - Consideración de elementos que no figuren en su expediente personal 
-Improcedencia - Límites - Consideración, para un traslado o una promoción, 
de una evaluación comparativa de las aptitudes de los candidatos efectuada por los 
superiores jerárquicos a partir de unos hechos conocidos por los interesados y que 
hubieran podido ser cuestionados por éstos 
(Estatuto de los Funcionarios, arts. 26 y 43) 

3. Funcionarios — Convocatoria para proveer puesto de trabajo vacante — Objeto 
- Examen comparativo de los méritos - Facultad de apreciación de la autoridad 

facultada para proceder a los nombramientos - Límites - Respeto de los requisitos 
impuestos por la convocatoria para proveer plaza vacante - Consideración de la 
personalidad de los candidatos - Procedencia - Control jurisdiccional - Límites 
(Estatuto de los Funcionarios, art. 45) 

1. En el marco de un procedimiento de promoción y, de forma análoga, en el marco 
de un procedimiento de traslado, la autoridad facultada para proceder a los 
nombramientos se halla obligada a efectuar su elección sobre la base de un examen 
comparativo de los informes de calificación y de los méritos respectivos de los 
candidatos. Para ello, dispone de la facultad estatutaria de efectuar el citado examen 
según el procedimiento o el método que considere más adecuado, que puede constar 
de una entrevista del candidato con su posible superior jerárquico, entrevista durante 
la cual se le pueden plantear al candidato las cuestiones que se consideren 
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pertinentes, debiendo limitarse el control del juez a la cuestión de si la citada 
autoridad no ha ejercitado su facultad de una manera manifiestamente errónea. 

(véase el apartado 24) 

Referencia: Tribunal de Justicia, 1 de julio de 1976. De Wind/Comisión (62/75, Rec. 
p. 1167), apartado 17; Tribunal de Primera Instancia, 10 de julio de 1992, 
Mergen/Comisión (T-53/91, Rec. p. II-2041), apartado 30 

2. La finalidad de los artículos 26 y 43 del Estatuto es garantizar el derecho de 
defensa del funcionario, evitando que las decisiones adoptadas por la autoridad 
facultada para proceder a los nombramientos y que afecten a su situación 
administrativa y a su carrera se funden en hechos relativos a su comportamiento, 
que no se mencionen en su expediente personal. 

Así entendidas, a la luz de su finalidad, las citadas disposiciones no se aplican, en 
principio, a los dictámenes emitidos por los superiores jerárquicos consultados en 
el marco de un procedimiento de promoción o de traslado. En efecto, los citados 
dictámenes no deben ponerse en conocimiento de los candidatos, en la medida en 
que contienen únicamente una evaluación comparativa de sus aptitudes y méritos, 
basada en elementos de hecho mencionados en su expediente personal o 
comunicados a los interesados, que, por esta razón han tenido ya la posibilidad de 
formular sus observaciones. Estos dictámenes, que presentan un alcance limitado en 
el procedimiento de nombramiento de que se trate, no se rigen por las disposiciones 
del artículo 6 del Estatuto. Sin embargo, no es éste el caso cuando los referidos 
dictámenes contienen asimismo, además de las apreciaciones derivadas del examen 
comparativo de las candidaturas, datos relativos a la competencia, al rendimiento 
o al comportamiento de un candidato que no se habían incluido previamente en su 
expediente personal. 

(véanse los apartados 32 y 39) 

Referencia: Tribunal de Primera Instancia, 30 de noviembre de 1993, 
Tsirimokos/Parlamento (T-76/92, Rec. p. II-1281). apartado 33 y la jurisprudencia 
citada, asi como los apartados 34 y 35 
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3. El examen de las candidaturas para ei traslado o la promoción en virtud del 
artículo 29, apartado 1, letra a), del Estatuto debe efectuarse conforme a lo 
dispuesto en el artículo 45 del Estatuto, el cual ordena expresamente llevar a cabo 
un examen comparativo de los méritos de los funcionarios con posibilidades de 
promoción. 

La obligación de efectuar dicho examen comparativo es expresión a un tiempo del 
principio de igualdad de trato de los funcionarios y del principio de sus posibilidades 
de carrera. 

La autoridad facultada para proceder a los nombramientos dispone de una amplia 
facultad de apreciación para efectuar el examen comparativo de los méritos de los 
candidatos a una promoción, previsto en el artículo 45 del Estatuto. Sin embargo, 
el ejercicio de dicha amplia facultad de apreciación supone un examen escrupuloso 
de los expedientes y una minuciosa observancia de los requisitos exigidos en la 
convocatoria para proveer vacante correspondiente al puesto de trabajo de que se 
trata, de forma que debe excluirse a cualquier candidato que no cumpla las citadas 
exigencias. En efecto, la convocatoria para proveer plaza vacante constituye un 
marco normativo que la autoridad facultada para proceder a los nombramientos se 
impone a sí misma y que debe respetar escrupulosamente. 

Al objeto de controlar si, al no elegir a un candidato, la referida autoridad no ha 
sobrepasado los límites de dicho marco normativo, debe examinarse, en primer 
lugar, cuáles eran los requisitos exigidos por la convocatoria para proveer plaza 
vacante y comprobar, a continuación, si el candidato excluido no cumplía tales 
requisitos. Sin embargo, un examen de esta índole debe limitarse a la cuestión de 
si, habida cuenta de las razones que hayan podido llevar a la Administración a su 
apreciación, ésta se ha mantenido dentro de unos límites razonables y no ha 
ejercitado su facultad de una forma manifiestamente errónea, debiendo aclararse que 
la apreciación de los candidatos no sólo depende de la competencia y del valor 
profesional de los interesados, sino también de su carácter, de su comportamiento 
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y del conjunto de su personalidad. Por consiguiente, el Tribunal de Primera 
Instancia no puede sustituir la apreciación de la autoridad facultada para proceder 
a los nombramientos sobre las aptitudes de los candidatos por la suya propia. 

(véanse los apartados 56 a 58 y 64) 

Referencia: Tribunal de Justicia, 21 de abril de 1983, Ragusa/Comisión (282/81, Rec. 
p. 1245), apartado 9; Tribunal de Justicia, 30 de mayo de 1984, Picciolo/Parlamento 
(111/83, Rec. p. 2323), apartado 16; Tribunal de Justicia, 12 de febrero de 1987, 
Bonino/Comisión (233/85, Rec. p. 739), apartado 5: Tribunal de Justicia, 22 de junio de 
1989, Brus/Comisión (104/88, Rec. p. 1873), apartado 12; Tribunal de Primera Instancia, 
11 de diciembre de 1991, Frederiksen/Parlamento (T-169/89, Rec. p. II-1403), 
apartado 69; Tribunal de Primera Instancia, 30 de enero de 1992, Schönherr/CES 
(T-25/89, Rec. p. II-63), apartado 20; Tribunal de Primera Instancia, 12 de febrero de 
1992, Volger/Parlamento (T-52/90, Rec. p. II-121), apartado24, confirmada por el 
Tribunal de Justiciaen recursode casación el 9 de diciembrede 1993, Parlamento/Volger 
(C-115/92P, Rec. p. I-6549); Tribunal de Primera Instancia, 26 de octubre de 1993, 
Weissenfels/Parlamento (T-22/92, Rec. p. II-1095), apartado 66; Tribunal de Primera 
Instancia, 9 de febrero de 1994, Latham/Comisión (T-82/91, RecFP pp. I-A-15 y II-61), 
apartado 62; Tribunal de Primera Instancia, 6 de junio de 1996, Baiwir/Comisión 
(T-262/94, RecFP pp. I-A-257 y II-739). apartado 66; Tribunal de Primera Instancia. 19 
de marzo de 1997, Giannini/Comisión (T-21/96, RecFP pp. I-A-69 y II-211). 
apartados 19 y 20; Tribunal de Primera Instancia, 27 de abril de 1999, Thinus/Comisión 
(T-283/97, RecFP pp. I-A-69 y II-353). apartado42 
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